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Acción Electoral 

Procede la Sala a decidir de fondo la demanda que presenta el ciudadano Julián Andrés Ramírez Quintero con el objeto de obtener la nulidad de la Resolución N° 1773 del 17 de julio de 2010, expedida por el Consejo Nacional Electoral por medio de la cual se declara la elección como Representante a la Cámara por el Departamento del Valle del Cauca del señor Roberto Ortiz Urueña, para el período 2010 - 2014.

I. ANTECEDENTES.-

1. LA DEMANDA.-

A. PRETENSIONES.-

El señor Julián Andrés Ramírez Quintero actuando por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción electoral, solicita se acceda a las siguientes peticiones:

“PRIMERA: Que es nula la Resolución N° 1773 de diecisiete (17) de julio de dos  mil diez (2010), proferida por el Consejo Nacional Electoral, en cuanto por ella “Se declara la elección y se asignan las curules de Representantes a la Cámara en la Circunscripción del Departamento del Valle del Cauca para el período 2010-2014 y en consecuencia se expiden las respectivas credenciales”, en lo que atañe al señor ROBERTO ORTIZ UREÑA con cédula de ciudadanía N° 16.661.715 de la Lista 001 del Partido Liberal Colombiano, período constitucional mencionado.

SEGUNDA: Que, como consecuencia de la nulidad anterior, se ordene la cancelación de la credencial expedida a favor del señor ROBERTO ORTÍZ URUEÑA, con cédula de ciudadanía N° 16.661.715, de la Lista número 001 del Partido Liberal Colombiano, como Representante a la Cámara por la circunscripción del Departamento del Valle del Cauca, para el período constitucional 2010 – 2014.

TERCERA: Que ejecutoriada la sentencia que ponga término a la presente acción, se comunique al Consejo Nacional Electoral, a la mesa directiva de la H. Cámara de Representantes, a la Registraduría Nacional del Estado Civil y al Ministerio del Interior y de Justicia, para los efectos legales consiguientes y, en especial, para la expedición de la nueva credencial a la persona de la Lista 001 del Partido Liberal  Colombiano llamado a ocupar la curul vacante, en los términos de la Constitución Política y de la Ley.”

B. 
FUNDAMENTOS DE HECHO.-

El demandante sustenta sus pretensiones en los siguientes hechos, que la Sala resume así: 

El 14 de marzo de 2010 se realizaron las  votaciones para la elección de miembros del Congreso de la República, período 2010 - 2014, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del Código Electoral

El 16 de marzo del 2010 se dio inicio en audiencia pública al escrutinio de las votaciones efectuadas en la referida fecha y en atención a que el Consejo Nacional Electoral ordenó revisar los escrutinios de varios municipios del Valle, se adelantó el proceso de revisión, se resolvieron los recursos y las reclamaciones presentadas.

A través de la Resolución N° 1773 del 17 de julio de 2010 el Consejo Nacional Electoral declaró la elección de la Cámara de Representantes y asignó las curules. Al partido Liberal Colombiano se le asignaron dos curules, representadas por los señores Roberto Ortiz Urueña y Nancy Denise Castillo García.

Refiere el demandante que el señor Ortiz Urueña dentro de los seis (6)  meses anteriores a la fecha de la elección llevó a cabo las siguientes actuaciones:

· Fungió como “Gerente” de la sociedad anónima Plaza de Toros de Cali S.A. Adicionalmente es socio actual con una (1) acción de la Plaza de Toros de Cali S.A.

· Actuó como Gerente de la sociedad COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS AZAR S.A.S. (antes E.U.)

Refiere que tal y como lo demostrará, estas situaciones configuraron causales de inhabilidad por las cuales un ciudadano no puede ser Congresista.

Que el elegido tomó posesión de su cargo el 20 de julio de 2010.

C. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN.-

Considera el actor que el acto demandado es nulo por cuanto desconoce los artículos 2, 3, 4, 6, 13, 23, 29, 40, 132, 176, 179 - 3 de la Constitución Política; 258, 265, 279 y 280-3 de la Ley 5ª de 1992, 128-3, 223-5, concordantes con el inciso 2°, artículo 84 ibídem; 226 a 249 del Código Contencioso Administrativo,

Explicó como concepto de la violación, lo siguiente:

· Causal de inhabilidad del Congresista.
Plantea el actor que elegido incurre en la causal de inhabilidad prevista en el numeral 3° del artículo 179 de la C.P., ratificada como tal, en el artículo 280 numeral 3° de la Ley 5ª de 1992 o reglamento del Congreso.

Refiere que dentro de los seis meses anteriores a su elección, esto es, desde el 14 de septiembre de 2009, el señor Roberto Ortiz Urueña “realizó actos o conductas y desempeñó funciones”, que permitieron la estructuración o configuración de la causal de inhabilidad invocada, así:

· Fungió como “gerente” de la sociedad anónima “PLAZA DE TOROS DE CALI S.A.”
Que la Plaza de Toros de Cali es una “compañía de economía mixta de carácter departamental y municipal con participación accionaria tanto de agentes privados como públicos, de naturaleza comercial y de la especie de las anónimas”, cuyo domicilio es la ciudad de Santiago de Cali, Valle del Cauca.

Señala que según escritura de constitución N° 730 de junio 30 de 1995 de la Notaria Cuarta de Cali, son socios: i) personas naturales oriundas de Cali, ii) el municipio de Santiago de Cali, iii) las Empresas Municipales de Cali (EMCALI E.I.C.-ESP) y iv) El Instituto Financiero para el desarrollo del Valle del Cauca - INFIVALLE en representación del Departamento, entre otros.

Que el señor Roberto Ortiz fue elegido Presidente de esta sociedad por la Asamblea General de Accionista como consta en el Acta N° 45 del 18 de abril de 2008. Dice que para desempeñar esta dirección el elegido debe ser accionista, pues así lo ordenan sus Estatutos (E.P. N° 1483 del 9 de mayo de 1990), calidad que ostenta el demandado con una (1) acción.

Que el 26 de agosto de 2009 durante el desarrollo de una reunión de Junta Directiva Ordinaria el señor Roberto Ortiz presentó renuncia al cargo de Presidente y Representante Legal de la sociedad Plaza de Toros de Cali S.A.

Que por Acta N° 51 del 21 de abril de 2010 la Asamblea General nombró como nuevo Presidente a otra persona, acto que fue inscrito ante la Cámara de Comercio de Cali el 10 de mayo de 2010.

Considera que el procedimiento que siguió el demandado para retirarse del cargo fue equivocado en tanto renunció ante un órgano que no era el competente para tramitarla, de acuerdo con lo previsto en sus estatutos (E.P. N°s 1601 del 15 de marzo de 1974 y 1483 del 9 de mayo de 1993, artículo 33).

Que la renuncia que presentó no causó los efectos jurídicos que pretendió, pues de una parte la radicó ante la Junta Directiva, órgano que no tenía competencia para resolverla y porque además, la Asamblea General nombró su reemplazo sólo hasta el 10 de  mayo de 2010.

Entonces, al ser la Plaza de Toros de Cali S.A. una sociedad que administra tributos a través de la boletería que pone a disposición del público para los diferentes espectáculos, es claro que el señor Ortiz como representante legal de esta sociedad administró tributos dentro de los seis meses anteriores a su elección.

· Actuó como Gerente de la Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas AZAR S.A.S. (antes E.U.)

Dice que el demandado actuó como gerente de esta empresa con domicilio en la ciudad Santiago de Cali, cuyo objeto social principal es la explotación económica de toda clase de juegos permitidos por la ley, tales como apuestas permanentes, rifas, sorteos, expendio de loterías, entre otros. Que en tal calidad, suscribió “curiosamente” con la concesionaria del juego del Chance en la ciudad de Cali, la “Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas S.A.” lo que denominaron un “Acuerdo Comercial para la Operación de Apuestas Permanentes Chancen (sic) en la ciudad de Santiago de Cali. Período enero 1° de 2007 hasta el 31 de diciembre de 2011”.

Que tal acuerdo deja ver la explotación indirecta de las apuestas permanentes por parte de la Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas Azar E.U., gerenciada por el demandado.

Que ésto configura una “intervención en la gestión de negocios” ante entidades públicas, o la “celebración de contratos con ellas en interés propio, o en el de terceros” y que desde el 14 de septiembre de 2009, ya transcurría el período inhabilitante para candidatos al Congreso de la República. 

Que el 14 de septiembre de 2010 aparece inscrito en el certificado de la Cámara de Comercio de Cali el nombramiento de la hija del demandado, Natalia Andrea Ortiz Campos como gerente de esa empresa y como subgerente, su esposa, la señora Martha Cecilia Campos Fierro.

2. TRÁMITE DE LA ACTUACIÓN.-

Por auto del 23 de agosto de 2010 se admitió la demanda y se ordenó notificar personalmente al Ministerio Público, al demandado y a la Presidenta del Consejo Nacional Electoral.

Mediante providencia del 5 de octubre de 2010 se abrió el proceso a pruebas. (fls. 245-246)

3. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.-

3.1 ROBERTO ORTIZ URUEÑA.-

El demandado actuando por intermedio de apoderada judicial contestó la demanda y en el escrito se opuso a que se declare la nulidad del acto que lo declaró Representante a la Cámara por el departamento del Valle del Cauca, período 2010 - 2014.

En relación con los cargos planteados expone:

· Que en la demanda se alega que se encuentra incurso en la causal de inhabilidad que consagra el numeral 3° del artículo 179 de la C.P., el cual prevé: “No podrán ser congresistas: […] 3. Quienes hayan intervenido en gestión de negocios ante entidades públicas, o en la celebración de contratos con ellas en interés propio, o en el de terceros, o hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales, dentro de los seis meses anteriores a la fecha de la elección.”

· Que la causal invocada contiene tres presupuestos: i) intervención en la gestión de negocios antes entidades públicas en interés propio o en el de terceros, ii) celebración de contratos con entidades  públicas en interés propio o en el de terceros y iii) haber sido representante legal de entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales.

· Para que estas conductas constituyan inhabilidad tienen que haberse ejecutado dentro de los seis (6) meses anteriores a la fecha de la elección, que para el caso, corresponde al período comprendido entre el 14 de septiembre de 2009 y el 14 de marzo de 2010.

Indica que para abordar el estudio individual de las conductas atribuidas demostrará que los supuestos invocados no se encuentran probados, así:

· En cuanto a que fungió como gerente de la sociedad anónima Plaza de Toros de Cali S.A.-

Estima que para que se configure tal inhabilidad es preciso que concurran tres situaciones a saber: i) la calidad de representante legal, ii) la administración de tributos o contribuciones parafiscales y iii) haber ejercido la función dentro de los seis meses anteriores a la elección.

Analizadas las pruebas aportadas por el accionante considera que:

· La sociedad Plaza de Toros de Cali S.A. se constituyó bajo la forma de sociedad de economía mixta, bajo la forma de sociedad anónima de carácter mercantil.

· Que en el acto de constitución de la sociedad se dispuso que la representación legal la llevaría el Gerente (artículo 44); sin embargo, por virtud del artículo 32 de la escritura Pública N° 1601 del 15 de marzo de 1974, mediante el cual se reformaron los estatutos se dispuso que dicha “representación debía ostentarla el Presidente de la Compañía quien, por virtud de la reforma contenida en la E.P. 1483 de 1990, debería ser accionista de la sociedad”.

· Precisa en relación con la inhabilidad que se le endilga que no ostentó la condición de “Gerente” de la sociedad como erradamente se afirma. Sin embargo, señala que sí fue elegido Presidente de la Sociedad Plaza de Toros de Cali en Asamblea General Extraordinaria de Accionistas celebrada el 18 de abril de 2008, registrada el 14 de mayo de 2008.

· Refiere que el 26 de agosto de 2009 durante el desarrollo de la reunión ordinaria de la Junta Directiva de la Sociedad Plaza de Toros de Cali S.A. presentó renuncia irrevocable al cargo de Presidente y Representante Legal de tal sociedad. Explica que en el desarrollo de la reunión retomó el uso de la palabra y se dirigió al dr. Raymundo Antonio Tello Benítez en los siguientes términos: “Dr. Tello, a usted que es el primer suplente del presidente, le debo entregar la dirección de la Sociedad a partir del primero de septiembre”, a lo que éste le contestó: “Esperemos hasta el 31 de agosto”.

· Que para corroborar esto, acompaña copia autenticada de la dimisión en la cual se visualiza sello de recibido por parte de la Plaza de Toros de Cali S.A., registrada en la Cámara de Comercio, así:

“QUE POR DOCUMENTO PRIVADO DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 2009, INSCRITO EN LA CAMARA DE COMERCIO EL 01 DE OCTUBRE DE 2009 BAJO EL NRO.11343 DEL LIBRO IX, EL SEÑOR ROBERTO ORTIZ URUEÑA C.C. 16.661.715 DE CALI, PRESENTÓ RENUNCIA IRREVOCABLE AL CARGO DE PRESIDENTE DE LA MENCIONADA SOCIEDAD” (Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Cali, los días 11 de noviembre de 2009 y 30 de abril de 2010)

· Dice que el 18 de junio y el 6 de septiembre de 2010, solicitó la expedición de certificados de existencia y representación legal  en la que constaba en siete (7) folios la inscripción de la renuncia que dice se registró el 1° de octubre de 2009 bajo el N° 11343 del libro IX de la Cámara de Comercio de Cali, pero que esta inscripción ya no aparece registrada porque “extrañamente, el certificado se expide en seis (6) folios y no en siete (7)”.

· Sostiene que en todo caso de la valoración de la prueba documental se acredita que la renuncia irrevocable al cargo de Presidente de la Sociedad Plaza de Toros de Cali S.A. la presentó el 26 de agosto de 2009, la cual le fue aceptada con anterioridad al inicio del término inhabilitante, que empezó a correr a partir del 14 de septiembre de ese año.
· Asegura que para el 14 de septiembre de 2009 ya no ocupaba el cargo de Presidente de la Plaza de Toros S.A., lo que se verifica con las copias de los oficios del 1° y del 21 de septiembre de 2009, pues se infiere que desde esta primera fecha, la presidencia la desempeñaba el doctor Raimundo Antonio Téllez Benítez.

· Dice que obra certificación del período en el que fungió como Presidente de la Plaza de Toros, en la que se informa:

“(…)

4. El señor Ortiz presentó su renuncia como Presidente y Representante Legal de la Plaza de Toros de Cali, el día 26 de agosto de 2009, en la reunión de junta directiva de la misma fecha.

5. El registro de su renuncia quedó inscrito en la Cámara de Comercio de Cali, con fecha octubre 01 de 2009.

6. La última Junta Directiva presidida por el Señor Ortiz fue el 26 de agosto de 2009 (acta 389)

[…]”

Refiere que la contribución parafiscal existe cuando el Estado la impone a un grupo de personas con el objeto de generar beneficios para el sector que tributa. Que la Sociedad Plaza de Toros de Cali S.A., no es de aquellas que administra tributos o contribuciones parafiscales. Que cosa diferente es que en su condición de sociedad mercantil tiene la obligación de cumplir con el pago de los tributos que su actividad económica le genera.

En ese orden de ideas, estima que la causal inhabilidad alegada debe desestimarse.

· Actuó como Gerente de la Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas de AZAR S.A.S., condición en la que celebró un “ACUERDO COMERCIAL PARA LA OPERACIÓN DE APUETAS PERMANENTES CHANCEN (SIC) EN LA CIUDAD DE SANTIAGO DE CALI, PERÍODO ENERO 1 DE 2007 HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011”.

En relación con la tipificación de la gestión de negocios con entidades públicas como causal inhabilitante, advierte que obedece a la necesidad de impedir la postulación y el acceso a cargos públicos de elección popular de aquellas personas que sostienen vínculos contractuales con las entidades públicas y garantizar la igualdad de todos los candidatos que aspiren a ocupar una curul en el órgano legislativo. Y a la vez, evitar que un aspirante utilice su condición de candidato para favorecer las solicitudes que tramita ante entidades estatales.

Que respecto de esta causal el Consejo de Estado
 ha considerado que no es necesario la materialización o concreción del objetivo pretendido con las diligencias adelantadas, sino que basta con la potencialidad de ventaja que la gestión pueda otorgarle al candidato frente a los demás aspirantes que no tienen la misma posibilidad de cercanía con tales entidades.

En lo que respecta al segundo supuesto, esto es, la celebración de contratos con entidades públicas en interés propio o ajeno, refiere que la inhabilidad no se predica en relación con las etapas subsiguientes ejecución y liquidación. 

Que es cierto que el 22 de diciembre de 1997 se constituyó la sociedad “Colombiana de Juegos y Apuestas Azar E.U.”, la cual luego se transformó en sociedad por acciones simplificada SAS.

Que el 11 de octubre de 2006 el demandado en calidad de representante legal de la Empresa Unipersonal “Colombiana de Juegos y Apuestas AZAR E.U:” celebró un acuerdo comercial con la “Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas S.A.” para la operación de apuestas permanentes y chance en la ciudad de Santiago de Cali. 

Así, considera que partiendo de los hechos probados, no se logra  inferir que el demandado haya gestionado o actuado, directa o indirectamente, ante alguna autoridad pública para obtener la suscripción del “acuerdo de comercialización”.

Agrega que, además, uno de los supuestos que la norma exige para que se tipifique la inhabilidad es que el contrato se celebre dentro de los seis (6) meses anteriores a la fecha de la elección, hecho que en su caso desvirtúa la estructuración de la inhabilidad alegada.

Por todo lo expuesto solicita se nieguen las pretensiones de la demanda y se mantenga incólume la Resolución 1773 del 17 de julio de 2010, expedida por el Consejo Nacional Electoral.

4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN.-

Vencida la etapa probatoria y allegadas las pruebas solicitadas, se corrió el traslado a las partes para alegar de conclusión en los términos del artículo 263 del C.C.A. En esta oportunidad, las partes acudieron por intermedio de sus representantes judiciales y presentaron sus conclusiones finales, así:

4.1. Por la parte demandante.-

Por intermedio de su apoderado, el actor reitera los argumentos de la demanda. En relación con las pruebas aportadas refiere lo siguiente:

· Que la Asamblea General nombró el reemplazo del señor Ortiz después de ocho (8) meses de iniciado el período inhabilitante y dos meses después de ocurridas las elecciones para el Congreso. Que la única forma para cancelar su designación como Presidente de la sociedad, era registrar la nueva elección. Que durante este tiempo el demandado NO perdió su calidad de representante legal y conservó tal dignidad en aras de garantizar los intereses de terceros, tal como lo explica la Cámara de Comercio de Cali en el oficio N° 20-2278 y la Superintendencia de Sociedades en el oficio N° 2010-01-315550. (fls. 257-260 y 287-288).
· Con fundamento en esta respuesta, asegura que el señor Roberto Ortiz Urueña a la luz de lo dispuesto en el Código de Comercio y en el artículo 44 de la C.C.A., para todos los efectos legales fue Presidente de la Plaza de Toros de Cali S.A. hasta el 10 de mayo de 2010, fecha en la que fue registrada su remoción al cargo que ocupaba.

· Estima que en todo caso, aunque en gracia de discusión se tuviera en cuenta como fecha de la renuncia la del registro ocurrido el 1° de octubre de 2009, lo cierto es que tal fecha es posterior a la fecha límite del 14 de septiembre de 2009, donde comenzó el período inhabilitante.

· Concluye que al ser la PLAZA DE TOROS DE CALI una sociedad que administra tributos “a través de la boletería que pone a disposición para los diferentes espectáculos que ofrece”, es clara la intervención del señor Roberto Ortiz como representante legal tal sociedad, dentro de los seis meses anteriores a la fecha de su elección como Representante a la Cámara.

· En cuanto a la intervención de negocios reitera que el demandado los gestionó ante entidades públicos al “celebrar negocios en interés propio o en el de terceros” a partir del 14 de septiembre de 2009, cuando ya existía inhabilidad para candidatos al Congreso. Refiere que basta observar el certificado de existencia y representación legal en donde se nombra el 14 de septiembre de 2009 como nueva gerente de la sociedad COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS AZAR E.U., a la hija del demandado y como subgerente a su esposa.

Por lo expuesto solicita se acceda a declarar la nulidad de la elección acusada.

Pide igualmente a título de “prueba de oficio” que se solicite a la “SOCIEDAD COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS S.A.”, la remisión de documental en la que conste que la empresa “COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS AZAR E.U.”, adquirió un paquete de acciones por valor de $1.363’636.364 en tal sociedad, convirtiéndose de esta manera el señor Ortiz Urueña en contratista directo del Estado a través de su participación en la sociedad que explota el monopolio rentístico de juegos de suerte y azar. En todo caso dice acompañar tales pruebas pero sin autenticar.

4.2. Por el demandado

A través de su apoderada judicial reitera los argumentos jurídicos y probatorios que expuso en la contestación de la demanda y con fundamento en ellos, solicita se denieguen las pretensiones de la demanda.

5. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO.-

El Procurador Séptimo Delegado ante el Consejo de Estado en su concepto manifiesta que la demanda tal como está estructurada consta de dos (2) cargos:

“1. Nulidad de la elección por violación del régimen de inhabilidades, al considerar que el elegido al fungir como Presidente de la sociedad Plaza de Toros S.A. de Cali (Valle) administró tributos o contribuciones parafiscales dentro de los seis meses anteriores a la elección.

[…]

Conforme a lo señalado por el apoderado judicial del demandante en su escrito el elegido Representante a la Cámara resultaba inelegible para la fecha en que lo fue por cuanto que dentro del término de inhabilidad fungió como “Gerente de la sociedad anónima PLAZA DE TOROS DE CALI S.A.”, “una sociedad que administra tributos a través de la boletería que pone a disposición para los diferentes espectáculos que ofrece (…)”

[…]

En el sub examen, se reitera, el apoderado judicial de la parte actora ha indicado  que el elegido Representante a la Cámara, dada su condición de presidente de la Sociedad Plaza de Toros de Cali S.A., incurre en la causal de inhabilidad por cuanto considera que la sociedad “administra tributos […]” inferencia de carácter subjetivo que no se prueba plenamente.

Es más, como se dijo en forma anterior, la administración del tributo, que en principio es exclusiva del titular mismo, solo puede ser autorizada a una persona distinta, por vía de disposición legal o por virtud de convenio, en ellos se debe establecer de manera clara cómo el autorizado administrará el tributo o la contribución parafiscal, nada de ello obra en el plenario.

En consideración de esta Delegada el impuesto a que se refiere el actor en su demanda, es el que es propio de aquellas actividades no deportivas, está referido con los espectáculos públicos, es aquel que grava espectáculos como el de las corridas de toros, cuya consagración se encuentra en el Decreto 1333 de 1986, que se origina en el momento del pago del derecho de ingreso para presenciar el espectáculo, siendo por ello sujeto pasivo del mismo la persona que adquiere el abono o la boleta que le permite el ingreso y disfrute de las fiestas y quien organiza la misma sólo es receptor del tributo, nada más, al que le corresponde poner a disposición del titular del impuesto lo recaudado por el concepto, sin que pueda realizar otra gestión, le está vedada la realización de actividades propias de la administración, pues no puede “manejar, ordenar, organizar, disponer, distribuir y asignar los valores recaudados”

Conforme a las pruebas allegada al plenario, y en especial de la certificación de existencia y representación de la sociedad “Plaza de Toros de Cali S.A.” se tiene dentro de su objeto social no tiene señalada o asignada la “administración de tributos” y ello es apenas lógico por cuanto esta actividad no tiene para nada relación con el objeto social que se ha señalada (sic) para la empresa, el cual le permite “…la explotación del negocio, construcción, administración y beneficio de plaza de toros; la explotación del negocio de ganadería de reses de lidia; la compra y venta de reses lidia, la explotación del espectáculos públicos de carácter deportivo, cultural o educativo de esparcimiento o diversión, en todos sus ramos y manifestaciones”.

El objeto social de la empresa confirma lo dicho por esta Delegada en cuanto a la administración del tributo, es claro que la empresa, no puede auto señalarse esta función, sólo por mandato legal o por convención la puede asumir y es clara la ausencia de estos  medio habilitadores en el asunto en examen, razón por la cual se concluye en el sentido de indicar que la sociedad Plaza de Toros de Cali, es tan solo una receptora del gravamen mas no su administradora, de su recaudo no puede disponer, nota esencial de la administración.

Así las cosas, fuerza concluir en indicar que la causal de inhabilidad alegada por razón de la administración de tributos o contribuciones parafiscales no se configura y por lo tanto resulta impróspero, como, respetuosamente, se solicitará a la H. Sala lo declare.

· Nulidad de la elección por violación del régimen de inhabilidades – intervención en la gestión de negocios ante entidades públicas.
[…]

Conforme a lo dicho por esa H. Sección “Entonces, quien gestione un negocio ante una entidad del orden municipal, para efector de la inhabilidad independientemente del resultado, debe realizar una conducta dinámica positiva y concreta que tiene que estar adecuadamente comprobada, que permita determinar el elemento temporal que contiene la inhabilidad y precisar el momento en el que se lleva a cabo la intervención, porque a partir de este preciso momento opera la inhabilidad que se comprende dentro del tiempo durante el año anterior a la elección”

“Así lo precisó el máximo juez de lo contencioso administrativo, cuando señaló que “Es la intervención tanto en la gestión de negocios como en la celebración de contratos, lo que ha de tener lugar dentro de los seis meses anteriores a la fecha de la inscripción, no el desarrollo de los negocios gestionados o la ejecución de los contratos celebrados, que bien podría ocurrir que se desarrollen o ejecutaran (sic) dentro de ese término. Lo que constituye causa de inhabilidad es la intervención en la gestión de negocios o en la celebración de contratos dentro de los seis meses anteriores a la inscripción, no el desarrollo o la ejecución consiguientes dentro de ese término de los negocios o contratos correspondientes”

[…]

Esta Delegada que uno de los presupuestos que exige para la configuración de la causal de inhabilidad que se alega, es la demostración de que la gestión de negocios se ha realizado ante una entidad pública, y en el caso presente tal presupuesto no se demuestra; el “Acuerdo Comercial para la operación de apuestas permanentes…”, que fuera allegado por la parte demandante como prueba de la causal de inhabilidad que se le imputa al elegido, lo suscriben dos entidades, de las cuales, ninguna puede ser considerada como pública.

Conforme a lo anteriormente señalado, esta Delegada considera que fuerza concluir, en el sentido de considerar que la causal de inahbilidad no se configura, por lo mismo la causal (sic) de nulidad no está llamada a prosperar y así se solicitara a la H. Sección Quinta.” (Subrayas y resaltas fuera del texto).

Con fundamento en la anterior argumentación solicita se denieguen las pretensiones del actor.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA.-

1. COMPETENCIA.-

Según lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo, artículo 128, numeral 3° - modificado por el artículo 36 de la Ley 446 de 1998 - y el Acuerdo 58 del 15 de septiembre de 1999, artículo 13 - modificado por el Acuerdo 55 del 5 de agosto de 2003, artículo 1°-, la Sección Quinta del Consejo de Estado es competente para conocer en única instancia del presente proceso de nulidad electoral. 

2. EL ACTO ACUSADO.-

Lo constituye la Resolución N° 1773 del 17 de julio de 2010 expedida por el Consejo Nacional Electoral, por medio de la cual se declaró elegido como Representante a la Cámara para el Departamento del Valle del Cauca al señor Roberto Ortiz Urueña, para el período 2010 - 2014.

3. DEL PROBLEMA JURÍDICO.-

Se trata de definir si concurre en el elegido violó la prohibición que se le endilga en la demanda, porque para el momento en que se declaró su elección, se encontraba incurso en la causal de inhabilidad prevista en el numeral 3° del artículo 179 de la C.P. Tal situación por desempeñarse dentro de los seis (6) meses anteriores a la elección como representante legal de la sociedad “PLAZA DE TOROS DE CALI S.A.”, que a juicio del demandante administra tributos y, así mismo, porque en calidad de gerente de la Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas AZAR S.A.S. antes E.U., suscribió un acuerdo con la concesionaria del juego del chance en la ciudad de Cali.

4. DEL CASO CONCRETO.-

4.1. LA CAUSAL DE INAHBILIDAD ALEGADA.-

El numeral 3° del artículo 179 de la Constitución Política, prohíbe a quienes aspiren a ser congresistas:

“Artículo 179.- No podrán ser congresistas:

(…)

3. Quienes hayan intervenido en gestión de negocios ante entidades públicas, o en la celebración de contratos con ellas en interés propio, o en el de terceros, o hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales, dentro de los seis meses anteriores a la fecha de la elección.

(…)”

Según esta disposición las siguientes situaciones ocasionan inhabilidad para ser elegido a: i) Haber intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas; ii) Haber intervenido en la celebración de contratos con entidades públicas, en interés propio o en el de terceros; y iii) Haber sido representante legal de entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales.

En este caso el demandante considera que el demandado se desempeñó como presidente y representante legal de la sociedad PLAZA DE TOROS DE CALI S.A., que administra recursos fiscales. También, que durante los seis meses anteriores a su elección como Representante a la Cámara fue gerente de la sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas AZAR S.A.S. Que ambas situaciones tienen el alcance de estructurar las prohibiciones que contempla el numeral 3° del artículo 179 como inhabilidad para ser elegido congresista.   

La Sala precisa la noción, anotando que las inhabilidades han sido definidas por la jurisprudencia y la doctrina como “aquellas circunstancias creadas por la Constitución o la ley que impiden que una persona sea válidamente elegida o designada para un cargo público de elección popular. Tienen como objetivo primordial lograr la moralización, idoneidad, probidad, imparcialidad y eficacia de quienes van a ingresar a empleos públicos.”

Acerca de la teleología de las inhabilidades en un pronunciamiento de esta Sección
 se precisó:

“La finalidad que cumplen los regímenes de inhabilidades “corresponde a la preservación de la integridad del proceso electoral, el equilibrio en la contienda política y la igualdad de oportunidades entre los competidores en una elección, los cuales por su trascendencia constituyen fines no solo legítimos, sino imperiosos.”

Por eso la regla prevista en el numeral 3° del inciso 2° del artículo 179 Superior es la consagración normativa en la Carta del interés del constituyente en preservar estos valores que deben caracterizar la máxima expresión de la democracia, representada para este caso en la elección de los miembros del Congreso de la República. Es esta la razón por la cual en los debates de la comisión redactora se consideró que las “inhabilidades pretenden garantizar la independencia y la espontaneidad del electorado, y que de no existir el régimen de inhabilidades, podría estar sometido a presiones deformantes, de su libertad de autonomía”.

Ahora bien, como el actor hace consistir la configuración de la causal de inhabilidad en dos (2) situaciones independientes, es preciso que el análisis sobre si se estructura o no la inhabilidad se lleve a cabo también de manera autónoma.

4.2. De la inhabilidad por haber sido representante legal de entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales.-

Estima el demandante que el actor incurre en esta inhabilidad porque fungió como representante legal de la sociedad PLAZA DE TOROS DE CALI S.A., la cual “administra tributos a través de la boletería que pone a disposición para los diferentes espectáculos que ofrece”.

Al respecto debe decirse que en el expediente obran como pruebas relevantes, las siguientes:

· Estatutos que rigen la sociedad “Plaza de Toros de Cali S.A.”, (fl.77). Establecen que la naturaleza jurídica de esta sociedad es la prevista en el artículo 1°, que dice:

“NATURALEZA Y ESPECIE.- La Compañía es de nacionalidad colombiana, de economía mixta de carácter departamental y Municipal (sic), de naturaleza comercial y de las especie de las anónimas”.

· Renuncia presentada el 26 de agosto de 2009 (fl. 214 exp.) por el señor Roberto Ortiz Urueña al cargo de presidente de la Sociedad Plaza de Toros S.A. 

· Certificado de Existencia y Representación de la Sociedad denominada “PLAZA DE TOROS DE CALI” expedido el 30 de abril de 2010 a las 1:34:44 P.M., (fls. 5-8 exp.) en el que aparece la siguiente inscripción:

“DOCUMENTO: ACTA N° 45 DEL 18 DE ABRIL DE 2008

ORIGEN: ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS

INSCRIPCION: 14 DE MAYO DE 2008 N° 5263 DEL LIBRO IX

FUE (RON) NOMBRADO (S):

PRESIDENTE

ROBERTO ORTIZ UREÑA

C.C.16661715”

Obra en este certificado  en la página 5 la siguiente anotación:


“CERTIFICA
QUE POR DOCUMENTO PRIVADO DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 2009, INSCRITO EN LA CÁMARA DE COMERCIO EL 01 DE OCTUBRE DE 2009, BAJO EL NRO. 11343 DEL LIBRO IX, EL SEÑOR ROBERTO ORTIZ URUEÑA,  C.C. 16.661.715 DE CALI, PRESENTO (sic) RENUNCIA IRREVOCABLE AL CARGO DE PRESIDENTE DE LA MENCIONADA SOCIEDAD.”

· Certificado de Existencia y Representación de la Sociedad denominada “PLAZA DE TOROS DE CALI” expedido el 18 de junio de 2010 a las 10:09:17 A.M., (fls. 2-4 exp.) en el que aparece la siguiente inscripción:

“DOCUMENTO: ACTA N° 51 DEL 21 DE ABRIL  DE 2010

ORIGEN: ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS

INSCRIPCION: 10 DE MAYO DE 2010 N° 5404 DEL LIBRO IX

FUE (RON) NOMBRADO (S):

PRESIDENTE

VICTOR MANUEL SALCEDO GUERRERO

C.C.14891348 […]”

· Respuesta de la Cámara de Comercio de Cali frente a la inscripción del nuevo Presidente de la sociedad PLAZA DE TOROS S.A., (fl. 257-260) en los siguientes términos:

“[…] Ahora bien, teniendo en cuenta que el día 10 de mayo de 2010, mediante inscripción N° 5404 del Libro IX, se registró el nombramiento del señor Víctor Manuel Salcedo Guerrero como representante legal de la sociedad Plaza de Toros de Cali S.A. contenido en el Acta N° 51 del 21 de abril de 2010, la Cámara de Comercio de Cali procedió a retirar del certificado de existencia y representación de la sociedad al señor Roberto Ortiz Urueña quien fungía como representante legal de la compañía, según la inscripción N° 5263 del Libro IX del 14 de mayo de 2008, y a su vez se retiró el certifica (sic) donde constaba la renuncia presentada por el señor Ortiz Urueña, inscrita bajo el N° 11343 del Libro IX del 9 [sic] 
de octubre del 2009, toda vez que se da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 164 del Código de Comercio, al realizar el registro de un nuevo nombramiento y con ello la cancelación de la inscripción anterior, con lo cual cesan las obligaciones y las responsabilidades inherentes al cargo que ostentaba.”  (Subrayas fuera del texto original).

· En el certificado de existencia y representación legal (fl. 2 exp.) se informa que el objeto social de la sociedad el siguiente
:
“OBJETO SOCIAL: LA EXPLOTACION DEL NEGOCIO DE CONSTRUCCION ADMINSITRACCION Y BENEFICIO DE PLAZAS DE TOROS; LA EXPLOTACION DEL NEGOCIO DE GANADERIA DE RESES DE LIDIA; LA COMPRA Y VENTA DE RESES DE LIDIA; LA EXPLOTACION DEL NEGOCIO DE ESPECTACULOS PUBLICOS DE CARACTER DEPORTIVO, CULTURAL O EDUCATIVO O DE ESPARCIMIENTO O DE DIVERSION, EN TODOS SUS RAMOS Y MANIFESTACIONES, EN DESARROLLO DEL OBJETO SOCIAL PODRA LA COMPAÑÍA EJECUTAR TODOS LOS ACTOS NECESARIOS O CONVENIENTES PARA EL LOGRO DEL (SIC) DICHO OBJETO SOCIAL PRINCIPAL QUE TENGAN CON ESTE UNA RELACION DE MEDIO A FIN Y QUE SE RELACIONEN DIRECTAMENTE CON EL MISMO Y, POR TANTO, PODRA LA SOCIEDAD: A) ACTUAR COMO AGENTE O REPRESENTANTE DE FIRMAS O EMPRESAS NACIONALES O EXTRANJERAS QUE SE OCUPEN EN LOS MISMOS NEGOCIOS O ACTIVIDADES; B) ADQUIRIR A CUALQUIER TITULO, BIENES DE CUALQUIER NATURALEZA, MUEBLES O INMUEBLES, CORPORALES O INCORPORALES, ASI COMO VERIFICAR CONSTRUCCIONES SOBRE SUS BIENES INMUEBLES Y ENAJENAR A CUALQUIER TITULO, LOS BIENES DE QUE SEA DUENA (SIC); ADQUIRIR EMPRESAS COMERCIALES O INDUSTRIALES CUYO OBJETO SEA IGUA O AUXILIAR DE LAS ACTIVIDADES QUE CONSTITUYEN EL OBJETO SOCIAL PRINCIPAL; C) CELEBRAR TODA CLASE DE OPERACIONES DE CREDITO ACTIVO Y PASIVO; D)DAR EN GARANTÍA DE SUS OBLIGACIONES, SUS BIENES MUEBLES O INMUEBLES; E) EMPLEAR TRANSITORIAMENTE EN INVERSIONES DE CUALQUIER NATURALEZA LOS MEDIOS DISPONIBLES DE LA SOCIEDAD QUE ESTA TRANSITORIAMENTE NO REQUIERA PARA SUS FINES PRINCIPALES; F) TOMAR Y DAR EN ARRENDAMIENTO O EN OPCION BIENES SOCIEDADES (SIC)  CUYO OBJETO SEA IGUAL O AUXILIAR A LAS ACTIVIDADES QUE CONSTITUYEN EL OBJETO SOCIAL […]”

· En el certificado de existencia y representación legal (fl.2 exp.) se certifica que la presidencia es órgano de dirección, en los siguientes términos:
“[…] EL GOBIERNO, LA ADMINSITRACION DIRECTA Y LA REPRESENTACIÓN DE LA COMPAÑÍA, EN JUICIO Y FUERA DE JUICIO, ESTARAN A CARGO DEL PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA […]

EL PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA DEBERA SER ACCIONISTA DE LA SOCIEDAD (SIC) DURARA EN EJERCICIO DE SUS FUNCIONES POR EL TERMINO DE DOS AÑOS Y PODRA SER REELEGIDO UNICAMENTE PARA UN PERÍODO IGUAL A AQUEL EN QUE SE (sic) HAYA ACTUADO COMO TAL, PERO LA ASAMBLEA GENERAL PODRÁ REMOVERLO EN CUALQUIER MOMENTO Y DEBERA SER REEMPLAZARLO EN CASO DE MUERTE O DE SERLE ACEPTADA LA RENUNCIA QUE PRESENTE.

EN CASO DE FALTAS ACCIDENTALES O TEMPORALES Y EN LAS ABSOLUTAS QUE CAUSEN LA VACANCIA DEL PUESTO, EL PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA SERÁ REEMPLAZADO POR SUS SUPLENTES PRIMERO Y SEGUNDO, EN SU ORDEN, QUIENES TAMBIÉN LO REEMPLAZARAN EN EL MISMO ORDEN […]”

· Resolución N° 1773 del 17 de julio de 2010 expedida por el Consejo Nacional Electoral, por la cual se declaró la elección del señor Ortiz Urueña Representante a la Cámara de Representantes del Valle del Cauca.

Del contenido de estos documentos se desprende que:

1. El Presidente de la sociedad PLAZA DE TOROS DE CALI S.A., es quien ostenta la representación legal de la misma. Que dicha sociedad es una compañía de economía mixta de carácter departamental y municipal.

2. El señor Roberto Ortiz Urueña fue nombrado Presidente de tal sociedad mediante Acta de la Asamblea N° 45  del 18 de abril de 2008, registrada en la Cámara de Comercio de Cali el 14 de mayo de 2008.

3. El señor Ortiz Urueña presentó renuncia irrevocable al cargo de presidente el 26 de agosto de 2009 (fl. 214 exp.), inscrita en la Cámara de Comercio de Cali el 1° de octubre de 2009, según se aprecia del certificado de Existencia y Representación legal emitido el 30 de abril de 2010, visible a los folio 5 a 8 del expediente.

Estima el actor que la renuncia NO implicó que el demandado dejara de ostentar la representación legal de la sociedad, en tanto la nueva inscripción del Presidente designado por la Asamblea General se produjo, incluso, luego de que se realizara la elección que se cuestiona. 

Para abordar el tema sobre en quién recae la representación legal de una sociedad y por cuanto tiempo cuando quiera que el que la ostenta renuncia pero la designación de su reemplazo y su inscripción en la Cámara de Comercio no se produce sino tiempo después, es preciso traer a colación el examen de constitucionalidad que respecto de los artículos 164
 y 442
 del Código de Comercio efectuó la Corte Constitucional en la sentencia C-621/03 y que por virtud de dicho estudio, los declaró exequibles de manera condicionada. Al respecto en la consideración jurídica número 11 de tal providencia se dijo:

“[…] Por todo lo anterior la Corte concluye que las normas demandadas no pueden ser consideradas constitucionales, sino bajo el entendido de que la responsabilidad que endilgan a los representantes legales y revisores fiscales salientes de sus cargos, mientras se registra un nuevo nombramiento, no puede carecer de límites temporales y materiales. Dichos límites temporales y materiales implican que: (i) Se reconozca que existe un derecho a que se cancele la inscripción del nombramiento del representante legal o del revisor fiscal en todas las oportunidades en que por cualquier circunstancia cesan en el ejercicio de sus funciones. Este derecho acarrea la obligación correlativa de los órganos sociales competentes en cada caso, de proveer el reemplazo y registrar el nuevo nombramiento. (ii) Para el nombramiento del reemplazo y el registro del nuevo nombramiento se deben observar, en primer lugar, las previsiones contenidas en los estatutos sociales. (iii) Si los estatutos sociales no prevén expresamente un término dentro del cual debe proveerse el reemplazo del representante legal o del revisor fiscal saliente, los órganos sociales encargados de hacer el nombramiento deberán producirlo dentro del plazo de treinta días, contados a partir del MOMENTO DE LA RENUNCIA, remoción, incapacidad, muerte, finalización del término estipulado, o cualquier otra circunstancia que ponga fin al ejercicio del cargo. Durante este lapso la persona que lo viene desempeñando continuará ejerciéndolo con la plenitud de las responsabilidades y derechos inherentes a él. A esta conclusión arriba la Corte, aplicando por analogía las normas que regulan la terminación del contrato de trabajo a término indefinido, contenidas en el artículo 47 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 5° del Decreto Ley 2351 de 1956.[26] (iv) Pasado el término anterior sin que el órgano social competente haya procedido a nombrar y registrar el nombramiento de un nuevo representante legal o revisor fiscal, termina la responsabilidad legal del que cesa en el ejercicio de esas funciones, incluida la responsabilidad penal. No obstante, para efectos de la cesación de la responsabilidad a que se acaba de hacer referencia, el representante legal o el revisor fiscal saliente debe dar aviso a la Cámara de Comercio respectiva, a fin de que esa información se incorpore en el certificado de existencia y representación legal correspondiente a la sociedad. (v) Si vencido el término de treinta días y mediando la comunicación del interesado a la Cámara de Comercio sobre la causa de su retiro no se produce y registra el nuevo nombramiento de quien reemplazará al representante legal o al revisor fiscal saliente, este seguirá figurando en el registro mercantil en calidad de tal, pero únicamente para efectos procesales, judiciales o administrativos, sin perjuicio de las acciones que pueda interponer en contra de la sociedad por los perjuicios que esta situación pueda irrogarle.  (vi) No obstante todo lo anterior, la falta de publicidad de la causa que da origen a la terminación de la representación legal o de la revisoría fiscal, hace inoponible el acto o hecho frente a terceros, ante quienes el representante legal o revisor fiscal que figure registrado como tal continuará respondiendo para todos los efectos legales. 
 
Los anteriores condicionamientos hacen que la permanencia en el registro mercantil de la inscripción del nombre de quien venía ejerciendo la representación legal o la revisoría fiscal de la sociedad SE MANTENGA una vez producida la causa de su desvinculación, como una forma de garantía a los intereses de terceros y por razones de seguridad jurídica. Empero, pasado el término de treinta días, y mediando comunicación del interesado sobre el hecho de su desvinculación, dicha inscripción adquiere un carácter meramente formal.
 
Finalmente, tratándose del caso en que el representante legal o el revisor fiscal sea un apersona jurídica, debe aclararse que si de lo que se trata es de la renuncia, remoción, muerte, etc. de la persona natural que a nombre de aquella cumple con la función, lo que procede es su reemplazo en tal actividad, sin necesidad de registro o comunicación alguna.”
 
De esta providencia se destaca la precisión que hizo la Corte Constitucional acerca de que las responsabilidades que entraña el aparecer inscrito como representante legal de una sociedad pese a haber renunciado a dicho cargo, no puede ser un tema sometido a la intemporalidad indefinida por todo el tiempo que transcurra hasta que se registre al sucesor o reemplazante, aunque no sea posible cancelar la inscripción de quien aparece como tal.

Así mismo es relevante lo que la Corte señala acerca de que siempre y cuando el representante legal que renuncia ante el órgano societario pertinente remite copia de su dimisión a la Cámara de Comercio, la plenitud de las responsabilidades de quien viene desempeñando la representación legal solo continúa por espacio de 30 días a partir del momento de la renuncia, si lo estatutos no prevén expresamente un término para proveer el reemplazo, y aunque la nueva designación tarde un tiempo mayor. 

En el presente caso el demandado ostentó la representación legal de tal sociedad pero renunció a tal cargo y además comunicó su renuncia a la Cámara de Comercio. Por tal motivo no es predicable sostener que, per-se, continuara, para todos los efectos legales, fungiendo como responsable de esta sociedad por todo el tiempo hasta cuando se inscribió al nuevo presidente y representante legal, lo que vino a efectuarse hasta el 10 de mayo de 2010.

Además, que se presume que el representante legal es quien aparezca inscrito en tal condición” al ser presunción de carácter legal, admite prueba en contrario, demostrativa de que a partir de la renuncia y desde antes de la nueva inscripción del representante legal reemplazante, no se haya actuado en tal calidad. En el caso del demandado se presenta la siguiente situación: 

1. De acuerdo con los estatutos de la sociedad (artículo 33) en caso de las faltas accidentales o temporales y en las “absolutas que causen la vacancia del puesto, EL PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA SERÁ REEMPLAZADO POR SUS SUPLENTES, PRIMERO Y SEGUNDO, EN SU ORDEN. [...]” (fl. 83 vto.)
2. Así, luego de la renuncia al cargo de Presidente y representante legal de la sociedad, tal vacante, de acuerdo con los estatutos, la debía asumir el primer suplente. El primer suplente del Presidente era el señor RAIMUNDO ANTONIO TELLO BENITEZ, quien actuó como tal según consta en el Acta 390 de la Junta Directiva Ordinaria de la Sociedad Plaza de Toros de Cali S.A. (fls. 45 a  50 y 208 vto. a 213) de fecha 17 de septiembre de 2009 y también conforme se aprecia de los oficios que éste, en dicha condición, dirigió a la Fundación Plaza de Toros de Cali (fl. 215) el 1° de septiembre de 2009 y a la Superintendencia de Sociedades (fl. 216) el 21 de septiembre de  2009.
3. Tal actuación del primer suplente del Presidente de la sociedad Plaza de Toros de Cali S.A., evidencia que desde que el señor Roberto Ortiz Urueña presentó su renuncia a tal cargo ya no volvió a fungir como tal, pues ante esta ausencia, la representación la asumió quien para la época era el primer suplente del Presidente y quien, de conformidad con los estatutos, era el llamado a ejercerla.

4. La renuncia del señor Ortiz también se registró en la Cámara de Comercio como lo certifica esta entidad con el oficio N° 20-2278 del 8 de noviembre de 2010 (fls. 257-260) en los siguientes términos: “[…] renuncia presentada por el señor Ortiz Urueña, inscrita bajo el N° 11343 del Libro IX del 9
 [sic] de octubre del 2009”
En este orden de ideas, está acreditado que el demandado no ostentó la representación legal de la sociedad pese a permanecer inscrito como tal en el registro mercantil. En el período inhabilitante no fungió como representante legal pues su renuncia al cargo data del 26 de agosto de 2009, esto es, antes de los seis meses que antecedieron a la realización de los comicios para el Congreso de la República celebrados el 14 de marzo de 2010 y hay pruebas que demuestran que para el 1° de septiembre actuaba como tal el primer suplente señor Tello Benítez.

En cuanto a que la sociedad de la que el demandado fue su Presidente y Representante Legal “administra tributos a través de la boletería que pone a disposición para los diferentes espectáculos”; connotación que carece de relevancia al no estar acreditado que durante el período inhabilitante como candidato a la Cámara hubiere fungido como su representante legal, pero que en gracia de discusión se analiza, debe la Sala decir que el demandante no es claro ni preciso en este carácter que atribuye a tal entidad, pues únicamente lo predica derivado de que expende boletería para los espectáculos públicos que allí se realizan.

Al respecto es del caso señalar que:

1. La Sociedad Plaza de Toros de Cali S.A., tiene por objeto: “[…] LA EXPLOTACION (sic) DEL NEGOCIO DE ESPECTACULOS (sic) PUBLICOS (sic) DE CARACTER (sic) DEPORTIVO, CULTURAL O EDUCATIVO O DE ESPARCIMIENTO O DE DIVERSION (sic), EN TODOS SUS RAMOS Y MANIFESTACIONES, […]”. 
2. El hecho de que realice tales negocios no implica que administre tributos o contribuciones parafiscales, pues la sola venta de “boletería que pone a disposición para los diferentes espectáculos”, no conlleva administración de esta índole. Si bien el precio puede contener unos gravámenes no significa que la sociedad que promueve el espectáculo y vende la boletería, los administre. La Real Academia de la Lengua define el concepto de administración de la siguiente manera
: 
“Administración.

 1. f. Acción y efecto de administrar.
Administrar.
1. tr. Gobernar, ejercer la autoridad o el mando sobre un territorio y sobre las personas que lo habitan.
2. tr. […]
3. tr. Ordenar, disponer, organizar, en especial la hacienda o los bienes.
4. tr. […]
5. tr. Suministrar, proporcionar o distribuir algo.
6. tr. […]”
3. El actor no es específico en señalar que clase de tributo o contribución parafiscal administró el demandado como representante legal de esa sociedad. La inhabilidad que alega como estructurada no puede hacerla consistir en aseveraciones vagas y abstractas ni trasladarle al juez la carga de investigar en qué puede estar representada. Ello atentaría contra el principio de legalidad que en un régimen sancionatorio - calidad de la que participa el proceso de nulidad electoral - , adquiere un grado superlativo puesto que solo frente a una censura concreta, fundada en norma precisa y derivada de supuestos de derecho identificados, puede el demandado ejercer su defensa.

Respecto de administración de contribuciones parafiscales, la Corte ha previsto:

“[…]Es abundante la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en las cuales se determinan las características esenciales de las contribuciones parafiscales, que son obligatorias, que gravan únicamente a un grupo, gremio o sector económico,  y que se destinan, exclusivamente en beneficio de ese grupo.

Por otra parte, el artículo 29 del Decreto 111 de 1996 contempla dos formas de administración de los recursos  parafiscales, a saber, los que se administran por particulares en virtud de contratos que celebra la Nación (inciso primero)  y los que se administran por los órganos que forman parte del Presupuesto Nacional (inciso segundo), los primeros, es decir los administrados por los particulares, no se incorporan en el presupuesto de la Nación, al paso que los segundos si se incorporan pero solo para registrar la estimación de su cuantía y en capítulo separado de las rentas fiscales. Por lo tanto, como ya lo ha señalado esta Corporación, es principio esencial de la parafiscalidad, que sus rentas no hagan parte de los ingresos corrientes de la Nación.”
4. Entonces, actuar como responsable de la “boletería” ya como empresario, dueño o concesionario del escenario donde se llevan a cabo espectáculos mediante venta de ésta al público, no es actividad que comporte en si misma la “administración” de recursos fiscales o parafiscales. Cosa diferente es que por concepto de la explotación de esta actividad económica y como sujeto pasivo, la sociedad deba tributar.

5. Así lo explica en reciente providencia la Sección Cuarta
 de esta Corporación:
“IMPUESTO DE AZAR Y ESPECTÁCULOS. JUEGOS PROMOCIONALES

Las leyes 12 de 1932, 69 de 1946 y 33 de 1968 y el Decreto Extraordinario 1333 de 1986
, así como la sentencia C-537 de 1995 de la Corte Constitucional, que declaró exequibles las anteriores disposiciones, definen los elementos esenciales del impuesto de azar y espectáculos, así
:

a) Sujeto activo: Son los municipios y el Distrito Capital, porque la ley dice que es de su propiedad exclusiva.

b) Sujeto pasivo: Es la persona, empresario, dueño o concesionario que quiera llevar a cabo la actividad relacionada con el juego o el espectáculo.

c) Hecho gravable o generador: Es el billete, tiquete y boleta de rifas y apuestas, es decir, el medio de acceso o materialización del juego, así como los premios que se pagan o entregan a quienes participan en dichas rifas y apuestas. 

d) Base gravable: Está constituida por el valor de cada boleta, billete o tiquete de las rifas y apuestas en toda clase de juegos permitidos, así como de los premios de las mismas, sobre el cual se aplica el impuesto.

e) Tarifa: Es el diez por ciento (10%) del valor de cada boleta, billete y tiquete de rifas y apuestas, así como sobre los premios de las mismas.”

De esta manera, al no estar acreditado que la Sociedad Plaza de Toros de Cali S.A. tenga a su cargo la función legal de administrar tributos o contribuciones parafiscales, aunado a que tampoco se demostró que durante el período inhabilitante el demandado se desempeñara como representante legal de esa sociedad, la inhabilidad que se predica no se configura. 
4.3. De la inhabilidad por haber intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas.-

Para analizar la ocurrencia de esta causal de inhabilidad es preciso traer a colación el siguiente pronunciamiento de esta Corporación
 en relación con la noción y los alcances de esta prohibición para los candidatos, en este caso a corporaciones públicas de elección popular, Congreso de la República:

“3.2.1. Noción conceptual y su teleología.

En el precedente jurisprudencial de la Sección Quinta, la causal ha sido entendida “como la realización de diligencias para la consecución de algo que pueda derivar lucro” 
. 

Al respecto es conveniente transcribir el aparte pertinente de varias providencias donde se ha desarrollado este concepto:

“Por otra parte, es gestión de negocios ante entidades públicas la realización de diligencias para la consecución de algo de que pueda derivarse lucro (…).”

“1. Haber intervenido el aspirante en la gestión de negocios, entendida esta, de manera general en el genuino sentido de gestionar, esto es, de “hacer las diligencias conducentes al logro de un negocio o de un deseo cualquiera”, y en materia contractual, como aquellas diligencias o actuaciones personales de carácter preparatorio tendientes al perfeccionamiento y celebración del contrato, que para efectos de la inhabilidad cobija por tanto, no solo a quien interviene directamente en la celebración del contrato (contratista), sino también a quienes han intervenido en los trámites precontractuales, no sin precisar que dicha intervención debe haberse efectuado ante entidades Públicas del nivel municipal o distrital. (…).”
    

“(…) 2.2. Las definiciones jurisprudenciales de intervención en la gestión de negocios y en la celebración de contratos.

La jurisprudencia de la Sección ha definido y distinguido los conceptos de intervención en la gestión de negocios y de intervención en la celebración de contratos. En efecto, en la sentencia de del 30  septiembre de 2005, expediente 3656, expresó: 

(…) la Sala considera pertinente distinguir lo que debe entenderse por intervención en la gestión de negocios y por intervención en la celebración de contratos, pues, a diferencia de lo planteado por los impugnantes, no se trata de hipótesis asimilables, siendo, por el contrario, excluyentes.

En relación con la primera hipótesis de inhabilidad, baste señalar que la intervención en la gestión de negocios ha sido entendida por la jurisprudencia de esta Sección como “la realización de diligencias para la consecución de algo de que pueda derivar lucro”. En ese sentido, para la configuración de la inhabilidad que se analiza basta demostrar que, ante entidades del nivel municipal y distrital y dentro del año anterior a su elección, el elegido intervino personal y activamente en diligencias y actuaciones tendientes a obtener un resultado lucrativo.

(…)”
 

La conceptualización de la causal inhabilitante en examen que hace el precedente judicial de esta Sección, permite llegar a dos conclusiones:

1. Que da a entender que para su configuración, las diligencias ante entidades públicas realizadas por el candidato, necesariamente deben estar orientadas a la consecución de lucro, ésto es, a la obtención de una ganancia de naturaleza económica.

2. Que se trata de una causal independiente y autónoma de la inhabilidad por intervención en la celebración de contratos (segunda hipótesis del numeral tercero del artículo 179 de la Carta), definida como la realización de diligencias conducentes al logro de un negocio o de un deseo cualquiera. Que acorde con tal concepto se configura con la sola realización de cualquier tipo de diligencias ante entidad pública, porque no se exige para que el candidato quede incurso en ella, que las actuaciones que adelante ante organismos oficiales necesariamente estén atadas a una pretensión de tipo contractual lucrativo, porque el propósito a lograrse con la gestión bien puede corresponder a una finalidad cualquiera.

[…]

Ahora bien, indiscutible resulta que la inhabilidad está cimentada en la garantía de los principios que rigen el campo electoral público, en especial el del equilibrio en la contienda política y el de la igualdad de condiciones y de oportunidades en campaña entre los que compiten por una elección. 

Tiene que ver con la necesidad de prevenir que quien siendo candidato al Congreso de la República y de manera simultánea se desempeñe laboralmente en el manejo de asuntos y de temas que impliquen participar o tomar parte en actuaciones ante entidades públicas en la realización de cualquier diligencia ya en nombre propio, ya en nombre de la persona jurídica que representa, pueda valerse de tal situación para obtener prevalentemente sobre los demás candidatos la concreción o la materialización del asunto de interés que tramite ante dichas entidades oficiales. Igualmente, impedir que el aspirante que se encuentre en estas circunstancias de acercamiento a organismos Estatales, por cuenta de las diligencias que adelante ante éstas, se beneficie, porque las mismas pueden traducirse en prestigio para su candidatura.    
Acudiendo al significado gramatical de las palabras o términos que comprenden esta causal inhabilitante: - Intervención - Gestión – Negocio -, se tiene lo siguiente: 

Según el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, vigésima primera edición, año 1992, paginas 834, 732 y 1015. Las acepciones “intervención”, “gestión” y “negocio”, tienen el siguiente significado: 

Intervención. (Del lat. Interventio, -onis.) f. Acción y efecto de intervenir.

Intervenir. (Del latin intervenire). Tomar parte en un asunto.

Gestión. (Del lat. Gestio. –onis.) Acción y efecto de gestionar.

Gestionar. (De gestión). tr. Hacer diligencias conducentes al logro de un negocio o de un deseo cualquiera.

Negocio. (Del lat. Negotium). 1. Cualquier ocupación, que hacer, o trabajo.2 Dependencia, pretensión, tratado o agencia. 3. Todo lo que es objeto o materia de una ocupación lucrativa o de interés. 4. Acción y efecto de negociar. 5. Utilidad o interés que se logra en lo que se trata, comercia o pretende.
Negociar. (Del lat. Negotiari) Tratar y comerciar, comprando y vendiendo o cambiando géneros, mercaderías o valores para aumentar el caudal. 2. Tratar asuntos públicos o privados procurando su mejor logro.

Las anteriores definiciones terminológicas permiten entender, sintetizando, que “Intervenir” es participar, que “Gestionar” es realizar diligencias dirigidas a obtener cualquier clase de objetivo (un deseo cualquiera), y que “Negocio” no se circunscribe al aspecto netamente económico, sino que también implica la obtención de cualquier interés o utilidad en lo que se lleva a cabo. Tratar asuntos públicos o privados procurando su mejor logro.

Así, es claro, en el entendido que cuando la ley no distingue no le es dable distinguir al intérprete
, que la prohibición de gestionar negocios dentro de los (6) meses anteriores a la elección, no se limita o se restringe a la consecución de lucro, ésto es, de ganancia o de beneficio patrimonial. El propósito o la intención del que gestiona bien puede consistir también en el logro de otra clase de interés o de beneficio, incluso de naturaleza extrapatrimonial: “Un deseo cualquiera”. Es de resaltar que la causal no contempla la expresión “lucro” sino “negocio”, acepción amplia según su etimología.         

Este entendimiento de la prohibición está en consonancia con el alcance que en sesión del 29 de abril, la Comisión Tercera de la Asamblea Nacional Constituyente le otorgó a la causal:

“En cuanto al tema de por qué la gestión de negocios inhabilita para presentarse como candidato y para ser elegido, es un tema que muchos de los presentes han tratado y algunos no entienden la razón de ser, básicamente tiene dos cuestiones, uno, es el hecho de evitar que una persona con dineros del Estado, si es contratista, haga las labores de la campaña o a través de hacer la obra en una comunidad que se siente beneficiada, adquiera la influencia necesaria para ser elegida, muchas veces a una comunidad le interesa mas que le hagan una obra que cualquier otra cosa y si el contratista atiende esta necesidad insatisfecha de esta comunidad podrá lograr que a través de esa atención, la comunidad estuviera predispuesta a elegirlo, y con eso estaría logrando el efecto con contratos del Estado, incluso con bienes del Estado; adicionalmente no hay duda de que la eventualidad de ser elegido a una corporación crea una situación de ventaja frente a la entidad o empleado publico ante la cual una persona está gestionando, si un abogado para poner a cualquier persona, está haciendo una gestión ante cualquier empleado público que considera que muy pronto va a ser elegido, por ejemplo senador, y por consiguiente va tener una influencia sobre su labor en el Estado, es indudable que el ánimo de ese empleado que atiende a quien gestiona es muy distinto que si es un hijo de vecino cualquiera, de tal manera que aquí hay efecto de doble vía, es además de impedir que se utilice la gestión, el contrato, la capacidad a nombre del Estado para actuar sobre la gestión, también se trata de impedir que la hipotética posibilidad de ser elegido cree a su favor unas condiciones frente al Estado que no tendrían los demás de tal manera que hay una razón de equilibrio de una vía y otra.”
 (Subrayas y resaltas fuera del texto)
Con fundamento en este enfoque, la Sala estudiará en el caso bajo examen, si concurre esta causal de inhabilidad.         

Como se dijo, la finalidad que inspiró al legislador tipificar como inhabilidad que el aspirante al Congreso gestione negocios ante entidades de carácter oficial dentro de los 6 meses anteriores a la elección, consiste en evitar que el candidato se beneficie de las circunstancia de acercamiento y de contactos ante tales entidades de carácter público y desarrolle actuaciones que se traduzcan en favorecimientos de doble vía. Así lo preciso la sentencia en cita:

“En una vía, impedir que a consecuencia de participar en diligencias ante organismos oficiales dentro de los 6 meses anteriores a la elección, se dote de preeminentes condiciones respecto de los demás candidatos, porque adquiere preponderancia como buen negociador, persona con cualidades de gestor para la consecución de beneficios comunitarios o como ejecutor de acuerdos bilaterales, o incluso simplemente de buen tramitador de propuestas y de peticiones, situación que indiscutiblemente beneficia la promoción de su candidatura ante el electorado.

Y en otra vía, evitar que el candidato que realiza, participa o toma parte en diligencias o ejecuta actuaciones pre o post-negociales de cualquier índole ante entidades públicas, utilice o se valga de su condición de candidato al Congreso de la República para conseguir mejor atención, agilidad en los trámites, o materialización y concreción del objeto pretendido, ya para sí o ya para la persona jurídica que representa, recibiendo un tratamiento preferencial de parte del servidor público quien al conocer que se trata de un presunto congresista, considere que en el evento de llegar a ser elegido, le represente la posibilidad de obtener alguna contraprestación.

La exposición de motivos que se expuso por la Comisión de la Asamblea Nacional Constituyente para la consagración de la inhabilidad en examen en la Constitución de 1991 confirma que en efecto se trata de una causal autónoma de la prohibición de intervenir en la celebración de contratos, razón por la cual se configura independientemente de que exista o no contrato, con la sola participación en la realización de diligencias ante entidades públicas conducentes al logro de un negocio o deseo cualquiera, y en el entendido que negociar es tratar asuntos públicos o privados procurando su mejor logro.           

La intervención en la gestión de negocios consiste entonces EN LA PARTICIPACIÓN (TOMAR PARTE) O REALIZACIÓN POR EL CANDIDATO ANTE ENTIDADES PÚBLICAS, DE DILIGENCIAS TENDIENTES A OBTENER PARA SI O PARA UN TERCERO UN PROPÓSITO CON O SIN CARÁCTER LUCRATIVO. SIGNIFICA ELLO QUE EL INTERÉS TAMBIÉN PUEDE SER, EN PRINCIPIO, DE CARÁCTER EXTRAPATRIMONIAL QUE PUEDE CONSISTIR, ENTRE OTRAS MODALIDADES, EN EL PROVECHO O LA VENTAJA QUE PUEDE REPRESENTARLE TOMAR PARTE EN DILIGENCIAS Y EN TRÁMITES ANTE ORGANISMOS PÚBLICOS, EN TANTO LE POSIBILITAN PROPICIARSE UNA IMAGEN PREPONDERANTE ANTE EL ELECTOR. 

La inhabilidad, insiste la Sala, tiene un sentido eminentemente preventivo orientado a preservar la igualdad de los aspirantes enfrentados en una contienda electoral, bajo el propósito doble de precaver de una parte, la indebida utilización de la condición de candidato en las diligencias que éste adelante ante entidades oficiales y de la otra, la utilización por el candidato de sus vínculos y relaciones con estos entes para acreditarse ante el electorado.

De esta característica surge, como lo ha entendido la jurisprudencia de la Sala Plena al ocuparse del estudio de esta causal en tesis expresada en las providencias que adelante se citan, que para su configuración no se requiere que el deseo o la intención se logren en la práctica, como consecuencia de las diligencias o de las actuaciones adelantadas. Lo relevante es la potencialidad que la participación en diligencias ante entidades públicas le otorga al aspirante en la obtención de ventajas respecto de los demás candidatos, quienes no tienen posibilidades  para relacionarse con entidades públicas a ese nivel.

Permitir al aspirante valerse dentro de los 6 meses anteriores a su elección, de esta condición preferencial en cuanto a cercanía y a trato con servidores públicos, participando en actuaciones y/o adelantando diligencias ante ellos, daría al traste con la transparencia y con el equilibrio que deben primar en la contienda electoral, en la cual es preciso que ningún candidato derive privilegios a costa de sus vínculos oficiales. ”

La participación en la gestión de negocios que el demandante atribuye al demandado la deriva de la celebración de un Acuerdo entre la “Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas - AZAR” y la concesionaria del juego del chance, en la ciudad de Cali, “Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas S.A.”, dirigido a obtener la  concesión del juego de apuestas permanentes en dicha localidad.

Al folio 153 y s.s. del expediente obra copia del “ACUERDO COMERCIAL SUSCRITO PARA LA OPERACIÓN DE APUESTAS PERMANENTES CHANCEN (SIC) EN LA CIUDAD DE CALI, PERÍODO ENERO 1 DE 2007 HASTA 31 DE DICIEMBRE DE 2011”,  celebrado el 11 de octubre de 2006, entre los representantes legales, para ese momento, de las sociedades privadas “COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS S.A.” y “COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS AZAR E.U.”, ésta última, representada por el demandado. Tuvo  por cláusulas dicho acuerdo las siguientes:

“Primera.- La empresa que se presentara a licitar el próximo proceso que deberá ser convocado por la Beneficencia del Valle, para la explotación de Apuestas Permanentes CHANCE en la ciudad de Cali, es SOCIEDAD COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS S.A., la cual para garantizar una activa y real participación de COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS AZAR E.U., en este proceso creara (sic) acciones de Goce o Industria en los términos establecidos en el Art. 380 del Código de Comercio, y se entregara (sic) una (1) acción de este tipo a Colombiana de Juegos y Apuestas AZAR E.U. en los términos establecidos en la ley. Segunda.- La Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestos S.A., se obliga a suscribir contrato de comercialización para la explotación de Apuestas Permanentes chance en Cali, por el mismo término que le fuere adjudicado el contrato de concesión para la explotación de apuestas permanentes en la ciudad de Cali, con Colombiana de Juegos y Apuestas Azar E.U., garantizando el suministro mensual de Cajas de Talonarios mensuales, sistematizado, de forma continua(sic), necesarios para que Colombiana de Juegos y Apuestas AZAR E.U., pueda desarrollar libremente la comercialización de apuestas permanentes CHANCE en la ciudad de Cali (…)” (Resaltas y subrayas fuera de texto)

A partir de estas precisiones conceptuales sobre la noción y alcance de “gestionar negocios ante entidades públicas”, y atendiendo al razonamiento que a continuación se expresa, la Sala considera que no se configura la causal de inhabilidad planteada: 

· No se demostró que el demandando en su calidad de representante legal de la sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas AZAR E.U. gestionara ante la entidad pública correspondiente el logro del otorgamiento del contrato de concesión o de cualquier otro propiciador de beneficio frente al acuerdo privado celebrado con la sociedad “Colombiana de Juegos y Apuestas S.A.”.

· En efecto, el acuerdo comercial del cual deriva el actor la ocurrencia de la inhabilidad se celebró entre personas jurídicas de derecho privado, condición que desvirtúa la presencia de gestión de negocios constitutiva de inhabilidad para efectos electorales.

· En el expediente no aparece prueba de que el contrato de concesión para la explotación de las Apuestas Permanentes de que trata el actor haya quedado radicado en cabeza de la sociedad con la que el demandado celebró el acuerdo comercial ni en la sociedad que representaba en condición de representante legal.

· Tampoco está acreditado que durante el período inhabilitante que para el caso comenzó el 14 de septiembre de 2009, el demandado gestionara ante la entidad pública concesionaria del juego de apuestas, algún tipo de propuesta dirigida al logro de la finalidad para la cual se asociaron tales sociedades, o la recepción de algún tipo de beneficio de parte de entidades públicas.

· Finalmente, aunque el actor también alega que se produjo la celebración de contratos, no obra en el expediente copia de ningún negocio jurídico celebrado por el demandado en los términos exigidos por la causal.

· Por último, la Sala considera que no es relevante examinar el cambio de estructura de la sociedad que representaba el demandado, como tampoco  el cumplimiento de los compromisos a los que se obligaron tales sociedades, ni menos la presunta compra accionaria que informa en el escrito de alegatos de conclusión el apoderado del actor, relacionada con la adquisición por parte de la sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas Azar E.U. (hoy S.A.S.), de acciones emitidas por la Sociedad Colombiana de Juegos y Apuestas S.A., pues se repite, al no existir en el panorama entidad pública alguna con la cual gestionara el presunto negocio que lo inhabilitaba, forzoso resulta concluir, que no hay lugar a analizar tales pruebas.

· Tampoco estima relevante examinar el parentesco de quienes fungen actualmente como Gerente y Subgerente de la sociedad COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS AZAR E.U. hoy COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS AZAR SAS, inscrita tal transformación en la Cámara de Comercio de Cali el 14 de septiembre de 2009 (fls. 151 y s.s.) en tanto la inhabilidad que se planteó se predica directa y personalísima respecto del elegido y no por extensión de ningún parentesco, que dicho sea de paso, no se probó en el expediente.
Para la Sala, las anteriores consideraciones son motivo suficiente para despachar negativamente el estudio de esta causal de inhabilidad y negar las pretensiones de la demanda en virtud a que no se logró desvirtuar la presunción de legalidad que ampara el acto administrativo acusado.

Por lo expuesto, EL CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F  A  L  L  A

PRIMERO.- Negar las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO.- En firme esta sentencia y previas las comunicaciones del caso, archívese el expediente.

COPÍESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

	MAURICIO TORRES CUERVO 

Presidente
	   SUSANA BUITRAGO VALENCIA


ALBERTO YEPES BARREIRO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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� Cita con tal propósito la sentencia del 19 de enero de 2010. Exp. N° 11001031500020090070800. C.P. Dr. Gerardo Arenas Monsalve.


� Refiere que este aparte lo toma de la sentencia del 27 de julio de 1995. Anales del Consejo de Estado, Tomo CXLIV, segunda parte, páginas 844 y 845. También hace referencia a la Sentencia proferida por la Sala Plena en la solicitud de pérdida de investidura N° 2007-0581.


� Corte Constitucional, Sentencia C-558 de 1994.


� Consejo De Estado - Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Quinta. Consejera ponente: SUSANA BUITRAGO VALENCIA. Sentencia del 13 de septiembre de 2007. Radicación N°: 11001-03-28-000-2006-00045-00(3979-3986) Actor: HUMPHREY ROA SARMIENTO Y OTRO. Demandado: REPRESENTANTES A LA CAMARA POR EL DEPARTAMENTO DE BOYACA.


� Corte Constitucional, Sentencia C-015 de 2004.


� Antecedentes articulo 179 Asamblea Nacional Constituyente, Pág. 28.


� Debe entenderse que fue el 1° de octubre de 2009 como se registró en el certificado del 30 de abril de 2010 (fl. 7)


� La transcripción se hace en los términos del certificado usando las mayúsculas y sin acentuar ninguna palabra.


� ARTÍCULO 164. <CANCELACIÓN DE LA INSCRIPCIÓN-CASOS QUE NO REQUIEREN NUEVA INSCRIPCIÓN>. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Las personas inscritas en la cámara de comercio del domicilio social como representantes de una sociedad, así como sus revisores fiscales, conservarán tal carácter para todos los efectos legales, mientras no se cancele dicha inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento o elección.


La simple confirmación o reelección de las personas ya inscritas no requerirá nueva inscripción.


� ARTÍCULO 442. <CANCELACIÓN DE REGISTRO ANTERIOR DE REPRESENTANTE LEGAL CON NUEVO NOMBRAMIENTO>. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Las personas cuyos nombres figuren inscritos en el correspondiente registro mercantil como gerentes principales y suplentes serán los representantes de la sociedad para todos los efectos legales, mientras no se cancele su inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento.


� Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 164 y 442 del Decreto 410 de 1971 (Código de Comercio) Actora: Alexandra Hoyos Pizano. Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA. Sentencia del 29 de julio de 2003.


� ibídem 7
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� CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION  CUARTA Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS. Sentencia del 28 de enero de 2010. Radicación número: 25000-23-27-000-2005-00953-01(16240)Actor: PARMALAT COLOMBIA LTDA. Demandado: SECRETARIA DE HACIENDA-DIRECCION DISTRITAL DE IMPUESTOS


� Sentencias de  16 de agosto de 2002 exp. 12230  C.P. Germán Ayala Mantilla, 14 de octubre y 7 de diciembre de 2004 Exp. 13830 y  14599 C.P. Juan Ángel Palacio Hincapié y de 31 de agosto de 2006 exp. 15100 C.P. María Inés Ortiz Barbosa.


� Sentencia de 19 de julio de 2007, expediente 15308. C.P. doctor Juan Ángel Palacio Hincapié.


� CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION QUINTA Consejera ponente: SUSANA BUITRAGO VALENCIA. Sentencia del 13 de septiembre de 2007. Exp. N° 11001-03-28-000-2006-00045-00(3979-3986) Actor: HUMPHREY ROA SARMIENTO Y OTRO. Demandado: REPRESENTANTES A LA CAMARA POR EL DEPARTAMENTO DE BOYACA.


� Sentencia del 6 de marzo de 2003, expediente número 3064.


� Ver entre otros los Expedientes Rad. N° 3656 de 2005 y 3581 de 2005. 


� C.E. sentencia del 28-09-06, Exp N° 2005-00712-01 (4052).


� C.E. sentencia del 3-02-06, Exp. N° 2003-02974-01 (3867).


� Articulo 27 Código Civil- Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu. (…). 


� Antecedentes articulo 179 Asamblea Nacional Constituyente, Pág. 28 y 29.


� Ibídem 





